Decreto Nº 2332

Lucio Gutiérrez Borbúa
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA

Considerando:

Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 3, numeral 3 de la Constitución Política de la República, es deber primordial del Estado proteger el medio ambiente; 

Que el artículo 86 de la Carta Magna declara de interés público la preservación del medio ambiente, la conservación de los ecosistemas, la biodiversidad y la integridad del patrimonio genético del país; así como la prevención de la contaminación ambiental, la recuperación de los espacios naturales degradados, el manejo sustentable de los recursos naturales y los requisitos que para estos fines deberán cumplir las actividades públicas y privadas; 

Que el artículo 266 de la Constitución Política de la República del Ecuador, establece que será objetivo permanente de las políticas de Estado el desarrollo prioritario, integral y sostenido en las actividades agrícola, pecuaria, acuícola, pesquera y agroindustrial, que provean productos de calidad para el mercado interno y externo, la dotación de infraestructura, la tecnificación y recuperación de suelos, la investigación científica y la transferencia de tecnología;

Que el artículo 67 del Reglamento Sustitutivo del Reglamento Ambiental para las Operaciones Hidrocarburíferas en el Ecuador, expedido mediante Decreto Ejecutivo N° 1215, publicado en el Registro Oficial N° 265 del 13 de febrero del 2001, determina que se preferirá y fomentará la producción y uso de aditivos oxigenados, tal como el etanol anhidro, a partir de materia prima renovable;

Que mediante Decreto Ejecutivo N° 2176, publicado en el Registro Oficial N° 448 de 22 de octubre del 2004, se establece como política de Estado la explotación racional de hidrocarburos que se regirá, entre otros, por los principios de incentivo al desarrollo científico y tecnológico del sector hidrocarburífero con la activa participación de la industria nacional y el desarrollo de las actividades hidrocarburíferas de tal forma que sean sustentables y sostenibles ambientalmente;

Que el uso de biocombustibles líquidos como el etanol anhidro, en relación con otras alternativas, representan una oportunidad para generar empleo y puede constituirse en un factor coadyuvante para el mejoramiento ambiental, la autosuficiencia energética del país, dinamizando la producción agropecuaria y del empleo productivo, tanto agrícola como industrial; 

Que es necesario establecer políticas y mecanismos de concertación y coordinación entre el sector público y el sector privado vinculados a la producción y comercialización de biocombustibles; y, 

En ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 171 numerales 3 y 9 de la Constitución Política de la República el artículo 9 de la Ley de Hidrocarburos y el artículo 11, literal f) del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva del Estado, 

Decreta:

Artículo 1.- Con el objeto de reducir la contaminación ambiental, fomentar la generación de empleo mediante el desarrollo agropecuario y agroindustrial y disminuir la dependencia de las importaciones de combustibles y reemplazarlos con compuestos oxigenados provenientes de materia prima renovable, declárese de interés nacional la producción, comercialización y uso de biocarburantes como componente en la formulación de los combustibles que se consumen en el país, así como la producción agrícola destinada a la preparación de biocarburantes. 

Artículo 2.- La producción, distribución y comercialización de biocarburantes serán de libre competencia y por consiguiente podrán participar en ellas las personas naturales y jurídicas de carácter público o privado, en igualdad de condiciones. La producción de biocarburantes será destinada a satisfacer prioritariamente la demanda interna de combustibles. 

Artículo 3.- Créase el Consejo Consultivo de Biocombustibles de la Presidencia de la República, organismo que desarrollará y determinará los lineamientos generales, así como la adopción de medidas necesarias para la producción, manejo, industrialización y comercialización de biocombustibles. 

El Consejo establecerá las políticas y mecanismos de apoyo preferencial a los sectores agrícola y agroindustrial, especialmente de las áreas rurales y regulará el precio del nuevo combustible (ECO 85), que no podrá ser superior al precio promedio de los precios de las gasolinas extra (80 octanos) y super (89 octanos). 

Artículo 4.- El Consejo Consultivo de Biocombustibles estará conformado por los siguientes miembros:

a. El Presidente de la República o su delegado que será siempre el Ministro de Energía y Minas, quien lo presidirá;

b. El Ministro de Energía y Minas o su delegado; 

c. El Ministro de Agricultura y Ganadería o su delegado permanente, quien ejercerá la Vicepresidencia del Consejo; 

d. El Ministro del Ambiento o su delegado permanente;

e. El Ministro de Comercio Exterior, Industrialización, Pesca y Competitividad o su delegado permanente;

f. El Presidente de la Unión Nacional de Cañicultores del Ecuador o su delegado; 

g. Un solo delegado que representará a la Federación Nacional de Azucareros del Ecuador (FENAZUCAR) y la Asociación de Productores de Alcohol del Ecuador (APALE); y, 

h. Un representante de los distribuidores de combustibles del país. 

Para los miembros detallados en los literales b), c) y d) los delegados serán los subsecretarios correspondientes. 

Actuará como Secretario, el Presidente Ejecutivo de PETROECUADOR. En caso de falta o ausencia el Consejo podrá designar un Secretario ad-hoc.

El Consejo podrá invitar a participar en sus sesiones a personas o representantes de entidades públicas o privadas, que tengan interés en el tratamiento de las temáticas del sector, cuyos criterios puedan constituir aportes importantes para la búsqueda de soluciones o alternativas.

Artículo 5.- Para la conformación e instalación de las sesiones del Consejo, se estará a lo dispuesto en el artículo 44 y siguientes del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva.

Artículo 6.- Cada una de las instituciones que conforman el Consejo, aportarán de su presupuesto, los recursos que sean necesarios para la consecución de los fines previstos en el presente decreto ejecutivo. 

Artículo 7.- Los ministerios de Energía y Minas, del Ambiente, de Agricultura y Ganadería y de Comercio Exterior, Industrialización, Pesca y Competitividad, enmarcados en el ámbito de su competencia, expedirán los acuerdos ministeriales pertinentes, para la aplicación del presente decreto ejecutivo, en un plazo máximo de 30 días. 

Artículo 8.- En 90 días, a partir de la publicación del presente decreto ejecutivo, el Consejo Consultivo diseñará el plan piloto que será aprobado por la Presidencia de la República y ejecutado por el Ministerio de Energía y Minas en el plazo sugerido por dicho Consejo, para cuyo efecto, en caso de ser pertinente, coordinará con los ministerios de Agricultura y Ganadería y del Ambiente, y con los gobiernos seccionales autónomos en cuyas jurisdicciones territoriales sea necesario implementarse dicho plan. 

Artículo 9.- De la ejecución del presente decreto ejecutivo, que entrará en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial, encárguese al Ministro de Energía y Minas. 

Dado en Quito, a 2 de diciembre del 2004.

f.) Lucio Gutiérrez Borbúa, Presidente Constitucional del Ecuador.

f.) Eduardo López Robayo, Ministro de Energía y Minas.

Es fiel copia del original.- Lo certifico.

f.) Dr. Guillermo H. Astudillo Ibarra, Secretario General de la Administración Pública (E).

